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En la ciudad de La Paz, Baja California Sur, a nueve de julio del 

dos mil veintiuno, y VISTOS los autos para resolver en definitiva el Juicio 

de Nulidad contenido en el expediente registrado bajo el número 

099/2019-LPCA-II, promovido por el C. *************************, en contra 

del AGENTE DE LA POLICÍA MUNICIPAL ADSCRITO A LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR, JUEZ CÍVICO DEL H. XVI AYUNTAMIENTO DE LA 

PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, DIRECTOR GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR y TESORERO 

MUNICIPAL DEL H. XVI AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE LA PAZ, 

BAJA CALIFORNIA SUR; el suscrito Magistrado de esta Segunda Sala 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, 

ante el Secretario de Estudio y Cuenta, quien da fe, y de conformidad a 

lo que establecen los artículos 56 y 57 de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur, 

procede a emitir sentencia definitiva en los siguientes términos: 

 

R E S U L T A N D O S: 

 

I.- Mediante escrito recibido el día veintitrés de agosto de dos mil 

diecinueve, por Oficialía de Partes de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, el C. 

*************************, presentó demanda de nulidad en contra de la 
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Boleta de infracción con número de folio H 17212, de fecha 29 de Junio 

del 2019, emitida por el C. *************************, AGENTE DE LA 

POLICÍA MUNICIPAL ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, así mismo, el cobro 

amparado en el recibo de pago número 1203364, de fecha 1 de Julio de 

2019, expedido por el H. XVI Ayuntamiento de La Paz, Baja California 

Sur, por la cantidad de $6,336.75 (seis mil trescientos treinta y seis pesos 

75/100 m.n.) por concepto de sanción administrativa; así como el cobro 

amparado en el recibo de pago número 1203374, de fecha 1 de Julio de 

2019, expedido por el H. XVI Ayuntamiento de La Paz, Baja California 

Sur, por la cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m.n.), por 

concepto de pago de grúa vial. 

 
II.- Con proveído de veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, 

por razón de turno le correspondió el conocimiento del asunto a esta 

Segunda Sala Instructora de este Tribunal, en el que se admitió la 

demanda de nulidad, registrándose en el libro de gobierno 

correspondiente bajo el número de expediente 099/2019-LPCA-II, así 

también se le tuvo por ofrecida, admitida y desahogada por su propia y 

especial naturaleza, las pruebas documentales relacionada bajo los 

número 1, 2, 3, 5 y 7 del capítulo V de pruebas del escrito de demanda y 

que fueron adjuntas a dicho escrito, así como las señaladas en los puntos 

10 y 11, de ese mismo capítulo, consistentes en la instrumental de 

actuaciones y la presuncional en su doble aspecto de legal y humana, 

respectivamente, así mismo se le tiene por ofrecida la prueba señalada 

en el punto número 4, del capítulo de pruebas antes citado, consistente 

en el expediente administrativo formado por las autoridades hoy 

demandadas, y en cuanto al punto marcado como número 8 del referido 

capítulo de pruebas se admite el informe de autoridad que se ofrece solo 
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por lo que hace a los incisos d), e), f) y g) en virtud, que se relacionan 

con la boleta de infracción H 17212, y en relación a la prueba testimonial 

ofertada en el punto que antecede del capítulo de pruebas, se desecha 

de plano en razón que la persona que refiere como testigo se advierte 

del contenido de la demanda es también autoridad demandada, y 

referente a la prueba descrita en el punto 9 del capítulo de pruebas, 

consistente en el desahogo de prueba testimonial a cargo de quien 

practico la prueba del alcoholímetro, se reversa acordarse de 

conformidad a la misma hasta en tanto se reciba el expediente 

administrativo correspondiente, así mismo, se le corrió traslado a las 

autoridades demandadas. 

 
III.- Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal 

de Justicia Administrativa en el Estado, el diez de octubre de dos mil 

diecinueve, el TESORERO MUNICIPAL DEL H. XVI AYUNTAMINETO 

DE LA PAZ BAJA CALIFORNI SUR, formuló contestación a la demanda 

instaurada en su contra (visible en fojas 118 a 123 frente de autos), al 

que con proveído de once de octubre del dos mil diecinueve, se tuvo por 

presentando el escrito y anexos agregados, así como por ofrecidas, 

admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza, la prueba 

documental señalada en el punto 1, descrita en el capítulo de pruebas 

respectivo (visible en foja 126 frente y reverso de autos). 

 

IV.- Con acuerdo de fecha veintiuno de octubre de dos mil 

diecinueve, se tuvo por recibido tres oficios sin números, de fechas 
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catorce de octubre del dos mil diecinueve, presentados en fecha quince 

de octubre del año dos mil diecinueve, respectivamente, ante Oficialía de 

Partes de este Tribunal, emitido el primero de los mencionados por el C. 

AGENTE DE LA POLICÍA MUNICIPAL ADSCRITO A LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, el 

segundo de ellos por el C. JUEZ CIVICO DEL H. XVI AYUNTAMENTO 

DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, y el tercero en mención emitido 

por el C. DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DEL H. XVI AYUNTAMIENTO 

DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, mediante los cuales dieron 

contestación a la demanda en los términos que aducen; así mismo, se le 

tuvo por ofrecidas, admitidas y desahogadas, por su propia y especial 

naturaleza, las pruebas presuncional e instrumental de actuaciones que 

refieren dichas autoridades en los ocursos. 

 

V.- Con proveído veintiséis de febrero de dos mil veinte, se tuvo 

por recibido el escrito de promoción y copias que lo acompaña, 

presentado en fecha veinticinco de febrero del año en curso, ante 

Oficialía de Partes de este Tribunal, firmado por la demandante, mediante 

los cuales realizan diversas manifestaciones en relación a la vista 

otorgada mediante diecisiete de febrero del año dos mil veinte, referente 

a la prueba señalada en el punto 6 del capítulo de pruebas del escrito de 

demanda, consistente en el informe de autoridad, solicitado al Director 

General de Seguridad Publica, Policía Preventiva y Tránsito Municipal del 

H. XVI Ayuntamiento de La Paz, Baja California Sur, teniéndosele 

haciendo las manifestaciones a que aduce, y desahogada dicha 

probanza en los términos en que fue rendida la misma, así mismo, 

referente a la prueba marcada como punto 9 del capítulo de pruebas, se 
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le tiene al promovente por manifestando su imposibilidad para cumplir 

con lo requerido mediante el proveído señalado con antelación, toda vez 

que desconoce el nombre y domicilio del testigo propuesto para el 

desahogo de dicha probanza por los motivos por que expone, por lo que 

con fundamento en lo dispuesto por el numeral 20 fracción V párrafo 

segundo de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el 

Estado de Baja California Sur, se le tiene no ofrecida como prueba de su 

parte la testimonial. 

 

VI.- Con escrito recibido ante Oficialía de Partes de este Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, en fecha 

doce de marzo del dos mil veinte, el C. *************************, interpuso 

RECURSO DE RECLAMACIÓN, en contra del acuerdo de fecha 

veintiséis de febrero del año en curso, formulando los agravios 

correspondientes (visible en foja 272 a 274 frente de autos). 

 

VII.- Con resolución dictada en fecha veintidós de junio de dos mil 

veinte, por los motivos y fundamentos ahí expuestos, esta Magistratura 

resolvió confirmar el proveído recurrido, ordenándose notificar a las 

partes (visible en fojas 0281 a 0291 frente y reverso de autos). 

 

VIII.- Por acuerdo de diecisiete de diciembre de dos mil veinte, en 

virtud que no existían pruebas o cuestiones pendientes que desahogar, 

se otorgó a las partes el plazo de cinco días hábiles comunes para que 

formularan alegatos por escrito, en la inteligencia que vencido dicho 
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plazo, con alegatos o sin ellos, sin necesidad de declaratoria expresa, 

quedaría cerrada la instrucción (visible en foja 300 frente y reverso de 

autos). 

 

IX.- Con proveído de catorce de enero de dos mil veintiuno, se 

advirtió el transcurso del plazo de cinco días señalado para que las partes 

formularan alegatos, sin que alguna de ellas lo hubiera realizado, por 

consiguiente, al no haber cuestión pendiente por resolver, se ordenó 

emitir sentencia definitiva en el presente asunto dentro del plazo 

establecido en el artículo 56 de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur (visible en foja 301 

frente y reverso de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

PRIMERO: Competencia. Esta Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, con fundamento 

en el artículo 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en los artículos 64 fracciones XLIV y XLV, y 157 

fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Baja California Sur, con apego a lo establecido en los artículos 1, 2, 4, 

7, 15 fracción XI y 35 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, artículos 9 y 19 

fracciones X y XX del Reglamento Interior del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, es plenamente 

competente para conocer y resolver en definitiva el presente juicio de 

conformidad a los artículos 1, 56, 57 y 60 de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur.  
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SEGUNDO: Existencia de la resolución impugnada. Para 

acreditar el acto impugnado, la demandante adjuntó a su demanda inicial, 

el original de la boleta de infracción con número de folio H 17212, de 

fecha veintinueve de junio de dos mil diecinueve, de la cual se obtuvo 

copia certificada para que obrara en autos (visible en fojas 019), así como 

el cobro amparado en el recibo de pago 1203364, por la cantidad de 

$6,338.75 (seis mil trescientos treinta y ocho pesos 75/100 m.n.), de 

fecha uno de julio de dos mil diecinueve (visible en fojas 020 y 021), 

mismo que deriva de la boleta de infracción impugnada, en tal virtud, se 

les otorgó valor probatorio pleno y se tuvo por acreditado de conformidad 

con los artículos 47, párrafos primero y segundo, en relación con el 

artículo 53 de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para 

el Estado de Baja California Sur, y de aplicación supletoria con los 

artículos 275, 278, 282, 286 fracciones III y X del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California Sur.  

 

TERCERO: Causales de improcedencia y sobreseimiento. Se 

analizan a petición de parte o aún de oficio, por ser cuestiones de orden 

público y de estudio preferente. Por lo que, primeramente, se analizaran 

las manifestaciones realizadas por las autoridades demandadas, 

quienes fueron coincidentes en sus respectivos oficios de contestación 

sin número, al señalar esencialmente, la falta de acción y derecho de la 

actora que le obliga a probar sus pretensiones, la improcedencia de la 

acción, la preclusión del derecho de demandar, aduciendo que éste 

acudió de manera extemporánea a incoar el juicio de nulidad fuera del 

plazo marcado para ello. 
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En ese sentido, esta Segunda Sala estima que aún y cuando las 

autoridades demandadas no fueron precisas en señalar su argumento 

de manera fundada y motivada, por la oficiosidad antes señalada, se 

advierte que las manifestaciones de las autoridades van encaminadas a 

la causal de improcedencia contemplada en la fracción V1 del artículo 14 

de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Baja California Sur, y que a juicio de esta Sala Resolutora, no se 

configura dicha causal, por los motivos y fundamentos que a 

continuación se expondrán. 

 

La causal de improcedencia en comento se actualiza cuando los 

actos o resoluciones impugnadas no afecten los intereses jurídicos del 

actor; que se haya consumado de modo irreparable; o que hayan sido 

consentidos de manera expresa o tácitamente, entendiéndose estos 

últimos por aquellos en los que no se promovió juicio en los plazos 

señalados en la ley de la materia. 

 

Con relación a la primera parte de los supuestos antes 

mencionados, se advierte que los actos combatidos en el presente 

juicio sí afectan los intereses jurídicos del actor, ya que la boleta de 

infracción con número de folio H 17212, así como la boleta de pago, están 

consignadas a nombre de la propia demandante, de cuyo contenido se 

advierte la infracción que le atribuye y el importe pagado en detrimento 

de su patrimonio. 

 

 
1 “ARTÍCULO 14.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los casos, por las causales y contra los actos 
siguientes: 
… 
V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del actor; que se hayan consumado de un modo 
irreparable; o que hayan sido consentidos expresa o tácitamente, entendiéndose por éstos aquellos 
contra los que no se promovió el juicio en los plazos señalados por la presente Ley;…” 
(Énfasis propio) 
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Así mismo, no es dable considerar que, el hecho de que la 

demandante hubiera realizado el pago del monto de la multa impuesta 

con motivo de la boleta de infracción, haga las veces de la aceptación del 

acto per se, ya que, para ello, se estima que el ordenamiento legal 

aplicable al caso en concreto debería así condenarlo, pues del pago 

efectuado se puede traducir, que el gobernado no desea las 

consecuencias que acarrean la falta de hacerlo, pero no significa que lo 

acepta; tan es así, que cuenta con diversos medios de defensa que el 

propio ordenamiento legal contempla. 

 

Sirviendo de sustento a lo antes mencionado, lo vertido en la tesis 

aislada con número de registro 253503, emitida por Tribunales 

Colegiados de Circuito, en materia administrativa, Séptima Época, en el 

Semanario Judicial de la Federación, Volumen 91-96, Sexta Parte, 

página 158, que dice:  

 

“PAGO BAJO PROTESTA Y ACTOS CONSENTIDOS. El artículo 
25 del Código Fiscal (de aplicación estricta, conforme el artículo 
11 del mismo ordenamiento), señala que podrá hacerse bajo 
protesta el pago de créditos fiscales "cuando la persona que los 
haga se proponga intentar recursos o medios de defensa". Como 
se ve de ese texto, la intención del legislador es que quien hace el 
pago de un crédito antes de impugnarlo, pero que lo piensa 
impugnar, debe manifestar a las autoridades su intención de hacer 
el pago bajo protesta, para que no implique consentimiento tácito 
del acto de cobro y quede a las resultas de la impugnación. Pero 
es claro que, una vez intentado el recurso o medio de defensa 
hecho valer, ya quedó claramente manifiesta la intención del actor 
de litigar sobre el crédito, y el pago que después haga no puede 
implicar, un consentimiento tácito que quedaría desmentido por la 
impugnación misma. Ni hay precepto legal alguno que establezca 
que el pago hecho en esas condiciones tenga el valor procesal de 
un desistimiento. Luego no puede decirse que ese pago implique 
una casual de sobreseimiento en términos de la fracción III del 
artículo 190 del Código Fiscal de la Federación. Y esta conclusión 
es lógica y razonable, pues una vez intentada la impugnación, el 
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pago puede ser el medio adecuado, en opinión del deudor de 
evitarse peligros y molestias del procedimiento de ejecución y el 
posible pago de los elevadísimos intereses moratorios (24% 
anual) que el fisco cobra por los adeudos que se le pagan 
oportunamente, intereses que él a su vez no paga cuando hace 
devoluciones de lo que indebidamente cobró (sin que aquí 
proceda examinar la constitucionalidad de este sistema).” 

 
 

Apoya a lo anterior, el criterio emitido por el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, Primera época, año XXXIII, con número de 

registro I-TP-821, que dice: 

“PAGO LISO Y LLANO, No entraña consentimiento con el 
crédito. El hecho de que un particular pague en forma lisa y llana 
un crédito no entraña un consentimiento con el crédito ni con la 
resolución que le dio origen, no obstante que no se hayan 
efectuado los pagos bajo protesta; pretender lo contrario, sería 
tanto como exigir una formalidad o solemnidad incompatible con 
el derecho moderno el cual trata de proteger intereses legítimos 
aun cuando no se hayan observado requisitos de forma. No existe 
disposición jurídica en el sentido que el pago liso y llano constituya 
un consentimiento con la resolución que le sirve de fuente, toda 
vez que las formalidades del pago bajo protesta no son en perjuicio 
del particular, sino en beneficio de las personas que se acogen a 
ellas.” 

 
 

Respecto a la segunda parte de la fracción en estudio, no se 

considera que el acto combatido sea de los consumados de manera 

irreparable, es decir, que no hubiera manera de resarcir el daño 

ocasionado, pues del análisis de los actos impugnados, en parte consiste 

en el reclamo del pago realizado con motivo a la boleta de infracción, y 

que, en dado caso resultará el asunto en una sentencia favorable al actor 

y, teniendo los elementos suficientes, se puede enmendar ordenando su 

devolución, al considerarse como un pago de lo indebido.  

 

Sirviendo de sustento a lo anterior mencionado, lo vertido en la 

jurisprudencia PC.VIII. J/2 A (10a.), con registro digital 2013250, Plenos 

de Circuito, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
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Época, materia administrativa, Libro 37, Diciembre de 2016, Tomo II, 

página 1364, que dice: 

 
“PAGO DE LO INDEBIDO. LAS SALAS DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN 
OBLIGADAS A DETERMINAR SI EL ACTOR TIENE DERECHO 
A SU RESTITUCIÓN, SIENDO INNECESARIO QUE 
PREVIAMENTE SOLICITE SU DEVOLUCIÓN A LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA. Bajo el modelo de plena jurisdicción que 
adoptan las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa en el juicio de nulidad, conforme a los artículos 50, 
penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, al dictar sus 
sentencias cuentan con facultades no sólo para anular los actos 
administrativos, sino también para determinar, como regla general, 
la forma de reparación del derecho subjetivo del actor lesionado 
por la autoridad demandada en su actuación, fijando los derechos 
de aquél, sus límites y proporciones, y condenando a la 
administración a restablecerlos y a hacerlos efectivos, salvo que 
no se tengan elementos suficientes para emitir un 
pronunciamiento sobre el tema. Por tanto, siempre que las Salas 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tengan 
elementos suficientes para cerciorarse del derecho subjetivo a la 
devolución del pago de lo indebido reclamado, están obligadas a 
decidir si el actor tiene derecho o no a la condena por su 
restitución, sin que sea necesario que previamente se plantee a la 
autoridad administrativa dicha solicitud de devolución de pago, en 
aras de proteger el derecho humano de los gobernados a la justicia 
pronta y completa, reconocido por el artículo 17, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 

 
 

Por último, respecto a la parte de la causal consistente en que el 

acto se haya consentido de manera tácita, es decir, que, al no haber 

presentado demanda de nulidad dentro del plazo establecido para ello, 

se deberá tener que él gobernado acepta su contenido. 

 

Al respecto, cabe mencionar que el plazo que establece la ley para 

el caso en particular es de treinta días hábiles posteriores a la fecha en 

que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnada, 
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ello de conformidad a lo establecido en el artículo 19, fracción I, inciso a)2 

de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Baja California Sur. 

 

En ese sentido, la parte demandante refiere haber tenido 

conocimiento de la boleta de infracción desde el día veintinueve de 

junio de dos mil diecinueve, fecha que le fue impuesta la misma, por 

tal motivo, se tiene el veintinueve de junio de dos mil diecinueve, es 

la fecha en que tuvo conocimiento del acto.  

 

Precisado lo anterior, se advierte que la demanda que dio origen 

al asunto que nos ocupa, fue presentada el día veintitrés de agosto de 

dos mil diecinueve, ante la Oficialía de Partes de este Tribunal (de 

conformidad al sello de recibido visible en el reverso de la foja 0018), y 

descontando los días inhábiles determinados así por medio del acuerdo 

del Pleno número 001/2029, veinticinco de enero del dos mil diecinueve, 

así como los días sábados y domingos por considerarse inhábiles de 

conformidad a lo establecido en el primer párrafo del artículo 74 de la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, es por lo anterior que, resulta evidente que la demanda 

fue interpuesta dentro del plazo establecido para ello. 

 

Ahora bien, para continuar con el análisis oficioso de las causales 

de improcedencia y sobreseimiento, sirve de sustento lo vertido en la 

tesis jurisprudencial IV.2o.A.201 A, con número de registro 172017, 

Novena Época, materia administrativa, por Tribunales Colegiados de 

Circuito en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

 
2 “ARTÍCULO 19.- La demanda deberá presentarse, dentro de los plazos que a continuación se indican: 
I.-De treinta días siguientes a aquél en el que se dé alguno de los supuestos siguientes: 
a)Que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, lo que se determinará conforme 
a la ley aplicable a ésta, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación 
una disposición administrativa de carácter general, y” 
(Énfasis propio) 
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XXVI, Julio de 2007, en página 2515, que dice: 

 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS CAUSAS 
RELATIVAS ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO TANTO, SI EN 
EL RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR ADVIERTE LA 
ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO ES 
PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS 
HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE 
DE OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Las causas 
de improcedencia del juicio contencioso administrativo tienen el 
carácter de presupuestos procesales que deben ser atendidos 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si aquél se ha tramitado 
conforme a los lineamientos establecidos en la ley, pues de no ser 
así, el juzgador estaría impedido para resolver sobre la 
controversia propuesta, ya que al impartir justicia en términos del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos 
establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 
jurisdiccional. Por ello, la improcedencia del juicio contencioso es 
una cuestión de orden público que debe estudiarse aun de oficio, 
sin que se permita a los particulares o al Juez su variación, pues 
no está sujeto a la voluntad de éstos, en tanto las normas de 
derecho procesal son obligatorias para todos los sujetos del 
proceso. Además, la preservación de los juicios no tiene una 
jerarquía superior a la seguridad jurídica, porque no es dable 
legalmente mantener uno que es improcedente en detrimento de 
una justicia pronta, completa e imparcial. Luego, el juzgador, en 
aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el 
proceso, siempre debe asegurarse de que el juicio sea 
procedente, en cualquier momento de la contienda, y hasta el 
dictado de la sentencia definitiva, incluso en la segunda instancia. 
Dicho estudio oficioso se encuentra contenido implícitamente en 
el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, al 
prever el desechamiento de demandas notoriamente 
improcedentes, cuando las partes o terceros ni siquiera han 
podido proponer la improcedencia del juicio, por lo que con mayor 
razón el ad quem tiene esa posibilidad después de haberse 
sustanciado el procedimiento en primera instancia; lo cual 
también se advierte del artículo 57, fracción II, de la mencionada 
ley, que dispone que el sobreseimiento procede cuando aparezca 
o sobrevenga alguna causa de improcedencia de las establecidas 
en el artículo 56 del mismo ordenamiento. En esa tesitura, si se 
promueve el recurso de revisión previsto en el artículo 89 de la 
aludida ley contra la sentencia que decretó el sobreseimiento en 
el juicio, y el tribunal de alzada advierte un motivo de 
improcedencia que es de análisis preferente al examinado 
oficiosamente por el a quo o al hecho valer por alguna de las 
partes, no debe abordar el estudio del agravio propuesto para 
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desestimar la causa de improcedencia, ya que de hacerlo 
implicaría una innecesaria dilación en la resolución del asunto, en 
detrimento de la garantía de prontitud en la administración de 
justicia, pues podría darse el caso de un acucioso análisis para 
desestimarla y abocarse entonces al estudio de la diversa causa 
advertida de oficio, siendo que será ésta la que, al final de 
cuentas, rija el sentido de la decisión.” 

 
 

En ese sentido, al no advertirse la configuración de alguna de 

causales de improcedencia y sobreseimiento que se establecen en los 

artículos 143 y 154 la ley de la materia, esta Segunda Sala determina que, 

no se sobresee el presente juicio contencioso administrativo y, por 

consiguiente, se procede con el estudio de la causa que nos ocupa. 

 

CUARTO: Análisis de los conceptos de impugnación. Se 

estudiarán los planteamientos vertidos en los conceptos de impugnación 

contenidos en el escrito de demanda respecto del acto impugnado en el 

presente juicio, en relación con lo vertido por las autoridades 

demandadas. 

 

 
3 “ARTÍCULO 14.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los casos, por las causales y contra los actos 
siguientes: 
I.- Contra actos de autoridades de otras entidades federativas o dependientes de la Administración Pública 
Federal; 
II.- Contra actos legislativos del Congreso del Estado, sentencias o resoluciones formal y materialmente 
judiciales, laudos de autoridades de trabajo y resoluciones de autoridades electorales, derechos humanos y 
en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales; 
III.- Contra actos que sean materia de otro juicio, recurso o medio de defensa administrativo que se encuentre 
pendiente de resolución, promovido por el mismo actor, contra las mismas autoridades y por los mismos actos, 
aunque los agravios alegados sean diversos; 
IV.- Contra actos que hayan sido materia de otro juicio contencioso administrativo; 
V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del actor; que se hayan consumado de un modo 
irreparable; o que hayan sido consentidos expresa o tácitamente, entendiéndose por éstos aquellos contra 
los que no se promovió el juicio en los plazos señalados por la presente Ley; 
VI.- Contra reglamentos de carácter general, que no se hayan aplicado concretamente al promovente; 
VII.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto impugnado; 
VIII.- Cuando hayan cesado los efectos del acto impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o material 
alguno, y 
IX.- Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición legal. 
La improcedencia del juicio será examinada aun de oficio.” 
4 “ARTÍCULO 15.- Procede el sobreseimiento: 
I.-Por desistimiento del demandante; 
II.-Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere 
el artículo anterior; 
III.-En el caso de que el demandante muera durante el juicio si su pretensión es intransmisible o, si su muerte, 
deja sin materia el proceso; 
IV.-Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga 
la pretensión del demandante; 
V.-Si el juicio queda sin materia; 
VI.-Cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el plazo de ciento ochenta días consecutivos, 
ni el actor hubiere promovido en ese mismo lapso, siempre que la promoción sea necesaria para la 
continuación del procedimiento. En los juicios que se encuentren en revisión, la inactividad producirá 
caducidad de esa instancia y el Pleno declarará firme la resolución recurrida. Celebrada la audiencia de ley o 
propuesto el asunto para resolverse, no procederá el sobreseimiento o la caducidad, y 
VII.-En los demás casos en que, por disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuando al 
fondo del asunto.” 
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Previo a lo anterior, en atención al principio de economía procesal, 

esta Segunda Sala estima pertinente señalar que no se realizará la 

transcripción íntegra de los conceptos de impugnación expuestos por la 

demandante, ni los de la parte demandada, pues con ello, se considera 

que no se vulneran los principios de congruencia y exhaustividad, para lo 

cual se insertaran fragmentos que en esencia contemplen lo combatido, 

tomando como sustento la jurisprudencia por contradicción 2a./J.58/2010 

con número de registro 164618, visible en página 830, Tomo XXXI, Mayo 

de 2010, Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Novena Época, del Semanario de la Federación y su Gaceta, que a la 

letra dice: 

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X 
"De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro 
primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se 
advierte como obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir 
con los principios de congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 
puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o 
del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los 
planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente 
planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos 
distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe 
prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente 
arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las 
características especiales del caso, sin demérito de que para 
satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se 
estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad 
que efectivamente se hayan hecho valer.” 
 
La demandante en su escrito inicial de demanda señaló en 

esencia lo siguiente: 

“PRIMERO.- La boleta de infracción de la que deriva el cobro 
asentado en los comprobantes de pagos números 1203364 y 
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1203374, expedidos en fecha 1 de julio de 2019, por la cantidad 
de $6,336.75 (seis mil trescientos treinta y seis pesos 75/100 m.n.) 
y $500.00 (quinientos pesos 00/100 m.n.), respectivamente, 
transgrede en mi perjuicio los principios de legalidad y seguridad 
jurídica tutelados por los ordinales 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo anterior en virtud de 
que el documento en cita es omiso en establecer debidamente las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar en que fuera cometida la 
supuesta falta que se me atribuye. Igualmente, la infracción 
confutada resulta ser violatoria de las garantías de 
fundamentación y motivación.  
[…] 
 
SEGUNDO.- Me irroga agravio la falta de calificación de la multa 
que me fue impuesta, ello en virtud de que en la boleta de 
infracción número H 17212, no se estableció quien la califico, ni 
mucho menos el monto de esa calificación, tal y como se 
desprende de dicha boleta, únicamente se aprecia lo que parece 
ser una rubrica pequeña en tinta azul y un sello en tinta negra que 
dice: “H. XVI AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, 
COORDINACIÓN DEL JUZGADO CALIFICADOR”, no obstante la 
autoridad, emitió dos recibos de pago a favor del suscrito (No. 
1203364 y 1203374), en el cual se establecieron el monto de la 
multa y grúa de arrastre, respectivamente, pero al igual que la 
boleta de infracción, de ninguna de sus partes se advierte el 
nombre y cargo del supuesto funcionario que al parecer los 
califico, únicamente se advierte de dichos recibos de pago, el 
nombre de la persona que atendió al suscrito al momento de 
pagar, siendo este, Cristian Darío Olachea Silva, situación que 
resulta insuficiente para justificar la competencia para calificar la 
infracción en estudio. 
[…] 
 
TERCERO.- Igualmente me causa agravio el que la responsable 
dentro de la boleta de infracción Folio H número 17212, no hace 
siquiera motivación alguna de la prueba de alcoholimetria 
practicada al suscrito, ya que no expone que tipo de instrumento 
fue utilizado para ello, la marca, serie, modelo, el nombre del 
especialista que hizo la prueba, su cargo, profesión, número de 
cedula profesional y el número de certificado que fue levantado al 
momento de la prueba, absolutamente nada, dejando al suscrito 
en pleno estado de indefensión, desconociendo en su totalidad 
todo lo relacionado con la supuesta prueba practicada, 
apreciándose de la boleta de infracción impugnada que la 
autoridad responsable únicamente se limitó a decir, sobre el tema, 
lo siguiente:  
 
“Al hacerle la prueba al conductor saliendo en estado de ebriedad 
con grado 1.12” 
[…] 
 
CUARTO.- Ahora bien, en la Republica Mexicana, el gobierno 
federal, mediante la Secretaria de Economía y la Procuraduría 
Federal del Consumidor, establece la obligatoriedad de la 
medición en transacciones comerciales vía instrumentos que sean 
confiable y exactos, a fin de cumplir con las normas oficiales 
mexicanas (NOM) que les aplican mediante la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización. 
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[…] 
 
Dado lo apuntado anteriormente, me causa severo agravio el que 
la responsable me hubiese practicado en todo caso una prueba de 
alcoholimetria con personal que no esta certificado y capacitado 
para manejar el equipo y practicar tal procedimiento, que no 
cuente con los instrumentos de medición en alcoholimetria 
debidamente aprobados por el “Instituto Mexicano de 
Normalización y Certificación” en el país y/o autoridad competente 
según la “Norma Oficial Mexicana” e igualmente, que dichos 
instrumentos de medición en alcoholimetria no pasen por un 
proceso de verificación y calibración con la periodicidad debidas 
ante el “Centro Nacional de Meteorología” que existe en el país y/o 
un laboratorio certificado para ello, tal y como lo establece la 
Norma Oficial Mexicana antes descrita y lo sugiere el Secretariado 
Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes 
en el país.” 
[…] 
 

Por su parte, se tuvo que las autoridades demandadas al 

presentar contestación de demanda sostuvieron la legalidad de la 

resolución impugnada en los términos que aducen. 

 

Una vez señalado lo anterior, de conformidad al artículo 57, de la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur, es preciso establecer que, la litis materia de 

estudio en el presente juicio consiste en, determinar si la boleta de 

infracción fue legal o ilegal de conformidad a lo previsto por la 

ley. 

En primer término, de manera previa por ser una cuestión de orden 

público se analizara la competencia de la autoridad emisora del acto 

impugnado, para lo cual es dable señalar que, el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su primer 

párrafo5  establece que todo acto de molestia con el que se invada la 

 
5 “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
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esfera jurídica de los gobernados, debe ser emitido por autoridad 

competente, para lo cual, a esta se le obliga señalar de manera precisa 

y clara el o los preceptos legales, párrafo o párrafos, fracción o 

fracciones, inciso o incisos, subinciso o subincisos que contemplen la 

facultad que se está ejerciendo, así como aquellos que consignen el 

ámbito, espacio o circunscripción territorial en que se pueden ejercer ésa 

o ésas atribuciones, a fin de que el interesado esté en aptitud de conocer 

si quien le molesta es o no competente para ello. 

 

Así mismo, el artículo 8 en su fracción V 6  de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado y Municipios de Baja 

California Sur, establece como requisito de validez que todo acto de 

autoridad debe estar fundado y motivado, entendiéndose por esto que, 

la autoridad emisora debe citar de manera precisa los preceptos legales 

que señalen su actuar, así como las circunstancias que hagan encuadrar 

lo establecido en el ordenamiento legal con el caso en particular. 

 

Ante la falta de alguno de los requisitos de validez establecidos en 

el artículo antes mencionado, tendrá como consecuencia la declaración de 

invalidez e ilegalidad del acto combatido, de conformidad a alguno de los 

supuestos establecidos en el artículo 597  de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur.  

 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como 
regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su 
contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.” 
6 “ARTÍCULO 8º.- Son elementos y requisitos de validez del acto administrativo los siguientes: 
[…] 
V.- Estar fundado y motivado;” 
7 “ARTÍCULO 59.- Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre alguna de 
las siguientes causales: 
I.- Incompetencia del funcionario que la haya dictado, ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva 
dicha resolución; 
II.- Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre que afecte las defensas del particular y 
trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en 
su caso; 
III.- Vicios del procedimiento siempre que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la 
resolución impugnada; 
IV.- Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o 
bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas, en cuanto al 
fondo del asunto, y 
V.- Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales no corresponda a los 
fines para los cuales la ley confiera dichas facultades. 
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Ahora bien, derivado del análisis del acto impugnado consistente 

en la boleta de infracción con número de folio H 17212, de fecha 

veintinueve de junio de dos mil diecinueve, se advierte como 

autoridad ordenadora y demandada en el presente juicio a la 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR, igualmente, se desprende que la boleta fue emitida 

por el AGENTE DE POLICÍA MUNICIPAL de nombre 

************************, con número de empleado 6414, adscrito a dicha 

Dirección; así mismo a criterio de esta Segunda Sala del estudio de la 

boleta de infracción de referencia visible a foja 019 frente de autos, se 

aprecia de forma clara como autoridad a la Dirección de Movilidad y 

Transporte, como auxiliar en el área administrativa correspondiente y 

dependiente de la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DEL 

AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR.  

 

 
Para los efectos de lo dispuesto por las fracciones II y III del presente artículo, se considera que no afectan 
las defensas del particular ni trascienden al sentido de la resolución impugnada, entre otros, los vicios 
siguientes: 
a)Cuando en un citatorio no se haga mención que es para recibir una orden de visita domiciliaria, siempre 
que ésta se inicie con el destinatario de la orden; 
b)Cuando en un citatorio no se haga constar en forma circunstanciada la forma en que el notificador se 
cercioró que se encontraba en el domicilio correcto, siempre que la diligencia se haya efectuado en el domicilio 
indicado en el documento que deba notificarse; 
c)Cuando en la entrega del citatorio se hayan cometido vicios de procedimiento, siempre que la diligencia 
prevista en dicho citatorio se haya entendido directamente con el interesado o con su representante legal; 
d)Cuando existan irregularidades en los citatorios, en las notificaciones de requerimientos de solicitudes de 
datos, informes o documentos, o en los propios requerimientos, siempre y cuando el particular desahogue los 
mismos, exhibiendo oportunamente la información y documentación solicitada; 
e)Cuando no se dé a conocer al contribuyente visitado el resultado de una compulsa a terceros, si la 
resolución impugnada no se sustenta en dichos resultados, y 
f)Cuando no se valore alguna prueba para acreditar los hechos asentados en el oficio de observaciones o en 
la última acta parcial, siempre que dicha prueba no sea idónea para dichos efectos. 
El Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar 
la resolución impugnada o para ordenar o tramitar el procedimiento del que derive y la ausencia total de 
fundamentación o motivación en dicha resolución. 
Cuando resulte fundada la incompetencia de la autoridad y además existan agravios encaminados a 
controvertir el fondo del asunto, el Tribunal deberá analizarlos y si alguno de ellos resulta fundado, con base 
en el principio de mayor beneficio, procederá a resolver el fondo de la cuestión efectivamente planteada por 
el actor.” 
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Seguidamente, se advierte que, en el cuerpo del acto señalado 

como impugnado, la autoridad emisora citó los artículos 3, 4, fracción V 

y 71 del Reglamento de Tránsito del Municipio de La Paz, Baja California 

Sur, 8 y 11 fracción V de la Ley de Tránsito Terrestre del Estado y 

Municipios de Baja California Sur, con los cuales fundamentó sus 

facultades y competencia, y que para su estudio a continuación se 

transcriben su contenido: 

 
“Artículo 3.- Son de jurisdicción municipal las vías públicas 
ubicadas dentro de los límites de las poblaciones y ciudades 
comprendidas en sus territorios, así como las que hubieran sido 
entregadas al municipio por la Federación o el Estado, mediante 
convenio y formalizados en términos de la Ley de Caminos, 
Puentes y Auto Transporte federal, con excepción de las de 
jurisdicción federal o estatal. 
 
Artículo 4.- Para los efectos del presente Reglamento son 
autoridades municipales en materia de tránsito: 
 
I. El Ayuntamiento; 
 
II. El Presidente Municipal; 
 
III. El Director General de Seguridad Pública, Policía Preventiva y 
Tránsito Municipal; 
 
IV. Los Delegados y Subdelegados de Gobierno Municipal; y 
 
V. Los Agentes de policía y tránsito. 
 
Artículo 71.- Los Agentes de Policía y Tránsito, sólo podrán 
detener al conductor de un vehículo y solicitar le sean 
presentadas, la licencia de conducir, tarjeta de circulación vigentes 
o placas, cuando el conductor del vehículo hubiere cometido una 
infracción a la ley de la materia o a este Reglamento, circule en 
evidente estado de ebriedad o no porte visiblemente las placas y 
en su caso el permiso correspondiente, de igual manera podrán 
detener al conductor del vehículo en caso de ser sorprendido en 
la comisión de flagrante delito. 
 
Artículo 8.- Son de jurisdicción municipal, las vías públicas 
ubicadas dentro de los límites de las poblaciones y ciudades 
comprendidas en sus territorios con excepción de las de 
jurisdicción federal o estatal; así como las que hubieren sido 
entregadas al Municipio por la Federación o el Estado, mediante 
convenios y formalizados en términos de la Ley de Caminos, 
Puentes y Autotransporte Federal. Los vehículos, sus conductores 
y los peatones que usen vías públicas de jurisdicción estatal o 
municipal, se sujetarán a lo dispuesto en la presente Ley. 
 
Artículo 11.- Son autoridades municipales en materia de tránsito:  
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I. Los Ayuntamientos;  
 
II. Los Presidentes Municipales;  
 
III. Los Directores o Titulares de Seguridad Pública y Tránsito 

Municipal; y  
 
IV. Los Delegados y Subdelegados de Gobierno;  
 
V. Policías de Tránsito.” 
 

De los artículos transcritos se desprende que, el Agente de Policía 

y Tránsito es una autoridad municipal para efecto de aplicar el reglamento 

en la materia, que su ámbito de jurisdicción comprende en las vías 

públicas dentro de los límites del territorio del municipio, y que cuenta con 

la facultad de detener al conductor de un vehículo, cuando advierta la 

infracción a la ley o el reglamento correspondiente, así como por la 

comisión de un delito. 

 

Ahora bien, continuando con el análisis de lo expuesto por la 

demandante en relación con lo asentado en la boleta de infracción 

materia de impugnación, se advierte que esta fue emitida por motivo de 

un operativo de alcoholimetría, es decir que diversas áreas 

administrativas y autoridades pertenecientes a la Dirección General de 

Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, 

Baja California Sur, de manera coordinada se organizaron para efectuar 

dicho conjunto de actos en la materia de tránsito. 

 

Para lo cual, se tiene que la autoridad demandada DIRECCIÓN 

GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA 
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CALIFORNIA SUR, cuenta, además de las establecidas en las 

disposiciones constitucionales y leyes aplicables, con las atribuciones 

señaladas en el artículo 125 del Reglamento de la Administración Pública 

Municipal de La Paz, Baja California Sur, que son entre ellas las de 

diseñar, dirigir y controlar políticas en las materias de seguridad pública, 

transporte y tránsito municipal, de conformidad con las disposiciones 

jurídicas aplicables, así como lo señalado en el Plan Municipal de 

Desarrollo; operar, dirigir, organizar, controlar y supervisar el 

funcionamiento de dicha Dirección General de Seguridad Pública; y la de 

preservar la integridad, tranquilidad y seguridad de los habitantes del 

municipio e instrumentar el adecuado y permanente flujo vehicular, la 

seguridad vial y el respeto de los reglamentos que regulan la seguridad 

pública, el transporte y el tránsito municipal, precepto legal que a la letra 

señala: 

 

“Artículo 125.- La Dirección General de Seguridad Pública, 
Policía Preventiva y Tránsito Municipal, cuenta, además de las 
establecidas en las disposiciones constitucionales y leyes 
aplicables, las atribuciones siguientes: 
 

 Diseñar, dirigir y controlar políticas en las materias de 
seguridad pública, transporte y tránsito municipal, de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, así 
como lo señalado en el Plan Municipal de Desarrollo; 

 Organizar, establecer y ejecutar las medidas de seguridad pública 
que garanticen el bienestar de los habitantes del Municipio; 
 

 Operar, dirigir, organizar, controlar y supervisar el 
funcionamiento de la Dirección General de Seguridad Pública, 
Policía Preventiva y Tránsito Municipal; 
 

 Preservar la integridad, tranquilidad y seguridad de los 
habitantes del municipio e instrumentar el adecuado y 
permanente flujo vehicular, la seguridad vial y el respeto de 
los reglamentos que regulan la seguridad pública, el 
transporte y el tránsito municipal; 

 Mantener el orden público y tranquilidad en el Municipio; 

 Promover una política de respeto a la ciudadanía y a sus garantías 
individuales; 
 

 Proteger y respetar la vida, la integridad corporal, la dignidad y los 
derechos de las personas así como de sus bienes; 
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 Coordinar y formular planes y programas preventivos, tendientes 
a evitar la comisión de probables hechos delictivos; 
 

 Expedir las directrices e instrucciones a todas las unidades de la 
Dirección General para el óptimo desempeño de las funciones de 
cada una de ellas; 

 Prevenir y evitar actos que constituyan delitos o infracciones a los 
Reglamentos; 

 Actuar en forma inmediata en la aprehensión de los delincuentes 
o de infractores en flagrancia; 
 

 Auxiliar y colaborar con otras actividades en los términos de las 
leyes, acuerdos y convenios que rijan en la materia; 

 Informar al Presidente Municipal de todo lo relativo a la seguridad 
pública; 

 Elaborar los programas de seguridad y el anteproyecto de 
presupuesto de la Dirección General. 
 

 Coordinar las acciones de la Dirección General con las 
dependencias y organismos federales, estatales y municipales, 
para un desempeño eficiente; 
 

 Actualizar los sistemas y procedimientos de la Dirección General, 
en base a los avances tecnológicos y a las necesidades de la 
población en materia de seguridad pública; 

 Proponer al Presidente Municipal, los proyectos de reglamentos 
aplicables a la seguridad pública así como las modificaciones 
pertinentes; 

 Promover y desarrollar la profesionalización del personal policial; 

 Vincular participativamente a los elementos de la Dirección 
General en tareas de orden social; 
 

 Fomentar los valores del honor y la disciplina en la corporación 
policial y reconocer el mérito de sus mejores elementos; 
 

 Supervisar y controlar la adecuada administración y 
aprovechamiento de los recursos asignados a la Dirección 
General; y 

 Las demás que le señalen como de su competencia las leyes 
y ordenamientos de la materia, así como las que acuerden el 
Ayuntamiento y el Presidente Municipal. 
 
Artículo reformado BOGE 10/12/2016 
 



24 
 

Referida autoridad demandada DIRECCIÓN GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, que, para el debido 

cumplimiento de sus atribuciones anteriormente mencionadas según de 

advierten del artículo 125 del Reglamento de la Administración Pública 

antes citado, se auxiliará de las diversas áreas administrativas como lo 

son la Dirección de Proximidad y Seguridad Pública, Dirección de 

Movilidad y Transporte, Subdirección Administrativa y Subdirección 

Jurídica, acorde a lo que se establece en el propio numeral 126 del 

Reglamento de la Administración Pública Municipal de La Paz, Baja 

California Sur, que a lo que interesa señala: 

 

“Artículo 126.- La Dirección General de Seguridad Pública, 
Policía Preventiva y Tránsito Municipal, para el cumplimiento de 
sus atribuciones, se auxiliará de las áreas administrativas 
siguientes: 
 
 Dirección de Proximidad y Seguridad Pública 
 Dirección de Movilidad y Transporte 
 Subdirección Administrativa 
 Subdirección Jurídica” 
[…] 

(Énfasis propio) 

 

De los preceptos legales transcritos con antelación se desprende 

que, la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR como autoridad municipal para efecto de aplicar el 

reglamento en la materia y el debido cumplimiento de sus atribuciones 

en su respectivo ámbito de jurisdicción dentro de los límites del territorio 

del municipio de La Paz, se auxiliara de diversas áreas (autoridades) 

administrativas como lo es la Dirección de Movilidad y Transporte, 

autoridad en comento que se aprecia se encuentra relacionada en la 

boleta de infracción ahora impugnada por la demandante. 
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De lo que se desprende además que la autoridad administrativa 

Dirección de Movilidad y Transporte, como auxiliar y dependiente de 

la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE LA 

PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, cuenta con las atribuciones contenidas 

en el artículo 131 del Reglamento de la Administración Pública Municipal 

de La Paz, Baja California Sur, que establece lo que a continuación se 

transcribe: 

 

“Artículo 131.- La Dirección de Movilidad y Transporte, cuenta 
con las atribuciones siguientes: 
 
 Intervenir en la formulación y aplicación de programas de 
transporte público de pasajeros en general, en los términos 
establecidos en las leyes y reglamentos; 
 
 Promover acuerdos y convenios con las diversas 
organizaciones sociales y privadas que prestan el servicio de 
transporte público y privado en el Municipio, a efecto de 
eficientarlo y organizarlo; 
 
 Coordinarse con otras instancias de transporte Estatal 
o Federal para la realización de operativos conjuntos; 
 
 Dictar las medidas conducentes para la administración, 
vigilancia y control del tránsito en las vías públicas de 
jurisdicción Municipal; 
 
 Ejecutar, supervisar y controlar las actividades de 
tránsito, en la jurisdicción Municipal; 
 
 Establecer las restricciones para el tránsito de vehículos en 
la vía pública; 

 
 Coordinar y supervisar las actividades de los 
elementos de tránsito Municipal, adscritos a la Dirección de 
Movilidad y Transporte; 
 
 Realizar acciones específicas relativas a la prestación y 
operación de los servicios públicos de vialidad, señalamiento y 
dispositivos del control de tránsito en el Municipio para mejorar la 
red vial; 
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 Promover la realización de estudios, planes y proyectos que 
permitan la modernización del servicio de transporte público; 
 
 Promover convenios y contratos con el sector privado o 
social, para la realización de estudios y proyectos de ingeniería de 
tránsito y de infraestructura para el transporte; 

 
 Otorgar o en su caso negar vistos buenos, para que las 
actividades de los particulares en la vía pública se desarrollen en 
forma ordenada, tales como cierre de calles, funcionamiento de 
juegos mecánicos, maniobras de carga y descarga dentro del 
territorio Municipal; 
 
 Formular e instrumentar programas de educación vial entre 
las diferentes instituciones educativas y sociales a fin de promover 
una cultura vial ordenada entre la población del Municipio de La 
Paz; 
 
 Vigilar y mantener la adecuada operación de semáforos, así 
como el señalamiento vial; 
 
 Controlar el establecimiento y operación de 
estacionamientos de servicio al público, y de estacionamiento en 
la vía pública; 
 
 Participar en el establecimiento de las normas para la 
operación del transporte foráneo, urbano, suburbano y colectivo 
en el Municipio de La Paz; 
 
 Atender y resolver las quejas del público sobre la prestación 
del servicio y 

 
 Las demás que le confiera el presente Reglamento y 
disposiciones legales aplicables y las que le delegue el Titular de 
la Dirección.” 
 
(Énfasis propio). 

 

Advirtiéndose del artículo transcrito que, la Dirección de Movilidad 

y Transporte como autoridad administrativa y auxiliar de la DIRECCIÓN 

GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR, cuenta entre otras, con la facultad de coordinar y 

vigilar las actividades de los elementos de tránsito municipal, 

adscritos a dicha dirección, así como la coordinación con diversas 

instancias de transporte Estatal o Federal para efecto de realizar 

operativos en conjunto, como se advierte que aconteció en la especie, 

toda vez que, la autoridad emisora asentó “EN CONTRANDOME DE 
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SERVICIO EN EL OPERATIVO DE ALCOLIMETRIA EN LAS CALLES 

MENCIONADAS HORA DIA Y FECHA AL ACERLE LA PARADA AL 

VEHICULO PICK UP COLOR BLANCO AL ASERLE LA PRUEVA AL 

CON DUTOR SALIENDO EN ESTADO DE EBRIEDAD CON GARDO DE 

1.12 (sic)”, sin embargo, del análisis de la boleta de infracción que nos 

atañe como acto impugnado, no se desprende la cita de preceptos 

legales que así lo prevean y faculten. 

 

Ahora bien, no obstante del motivo de invalidez del acto antes 

mencionado, de conformidad al principio de mayor beneficio establecido 

en el último párrafo del artículo 59 de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur, se 

procede con el análisis de lo demás expuesto en el concepto de 

impugnación señalado como PRIMERO, por la parte actora en su escrito 

inicial de demanda, referente a la violación de las garantías de 

fundamentación y motivación para establecer los hechos y circunstancias 

generadoras del acto impugnado, mismo que, para esta Segunda Sala 

resultó FUNDADO y suficiente para declarar su nulidad, por los motivos 

y fundamentos que a continuación se expondrán. 

 

En primer término, como ya se mencionó en párrafos que 

anteceden, la boleta de infracción como todo acto de autoridad, debe 

contener los elementos y requisitos de validez que se establecen en el 

artículo 8 de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur, en relación con el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que para el caso en concreto 
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resalta la obligación de realizar una debida fundamentación y motivación 

de las circunstancias generadoras del acto. 

 

Para lo cual, se considera que un acto administrativo esta 

correctamente fundado y motivado, cuando cumple con lo siguiente: a) 

preceptos legales aplicables; b) relato pormenorizado de los hechos, 

incluyendo los elementos y circunstancias de tiempo, modo y lugar; y c) 

argumentación lógica jurídica con la que explique con claridad la razón 

por la cual los preceptos citados tienes la aplicación al caso concreto. 

 

En tal sentido, por fundamentación se entiende la cita clara y 

precisa de los artículos que facultan a la autoridad emisora, y por 

motivación debe entenderse que es la expresión pormenorizada de las 

circunstancias o causas inmediatas que la autoridad haya tenido para la 

emisión del acto, mediante las cuales se le justifique al justiciable su 

actuación como autoridad, con lo cual se le permite su defensa en caso 

de que hubiera irregularidad alguna. 

 

Así mismo, es dable precisar que por una parte, el concepto de 

impugnación expuesto por la demandante se refiere a una indebida cita 

de los preceptos legales en el acto impugnado para imponer la sanción, 

aduciendo por cuanto al consumo de alcohol y la conducción de vehículo 

bajo los influjos de este, es decir, del como percibió o acredito la autoridad 

que iba conduciendo en estado de ebriedad y que lo motivo a que le 

practicara la prueba del supuesto alcoholímetro, argumento que resulta 

además insuficiente la motivación que expuso la demandada en la boleta 

de infracción. 

 

Seguidamente, conforme a lo demás expuesto en el concepto de 

impugnación y derivado del análisis del acto materia de impugnación en 
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el presente juicio, se advirtió que la autoridad señaló como conducta que 

diera motivo a la infracción lo siguiente: “EN CONTRANDOME DE 

SERVICIO EN EL OPERATIVO DE ALCOLIMETRIA EN LAS CALLES 

MENCIONADAS HORA DIA Y FECHA AL ACERLE LA PARADA AL 

VEHICULO PICK UP COLOR BLANCO AL ASERLE LA PRUEVA AL 

CON DUTOR SALIENDO EN ESTADO DE EBRIEDAD CON GARDO DE 

1.12 (sic)”, y en el mismo documento citó la fracción IV, del artículo 91 del 

Reglamento de Tránsito del Municipio de La Paz, Baja California Sur, que 

a continuación se transcribe lo que este establece: 

 

“Artículo 91.- Queda prohibido a los conductores:  

I.- Ingerir bebidas embriagantes a bordo del vehículo y 
conducir en estado de ebriedad o bajo los influjos de 
estupefacientes o sustancias prohibidas por la Ley General 
de Salud. 
 
II.- En caso de que el conductor de un vehículo sea sorprendido 
ingiriendo bebidas embriagantes a bordo de vehículos o tenga 
sospechas fundadas por su notorio estado de ebriedad, tendrá la 
obligación a petición de la autoridad de tránsito a someterse a un 
examen médico para determinar su estado físico-mental, 
embriaguez y el grado de alcohol en la sangre; el cual será 
practicado por un médico legista designado por la Dirección, 
conforme a los métodos científicos autorizados, en caso de no 
contar con médico legista la Dirección General se podrá auxiliar 
con un médico legista de otra autoridad. Para efectos del presente 
reglamento, se considera estado de embriaguez a partir de los 
.050 miligramos por decilitros de alcohol en la sangre.” 

          (Énfasis propio) 
 

De lo anteriormente transcrito se desprende que, el precepto legal 

en comento de manera clara contempla dos supuestos prohibitivos que 

se sancionan, sin embargo la autoridad únicamente invocó el primero de 

ellos, que es, referente a que queda prohibido a los conductores ingerir 

bebidas alcohólicas a bordo del vehículo, así como conducir bajo el influjo 
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de estupefacientes o sustancias prohibidas, y por último, el que no señalo 

la autoridad fue el que refiere a la obligación del conductor del vehículo, 

para el caso de ser sorprendido ingiriendo o que tenga notorio estado de 

ebriedad, este será sometido a un examen médico para determinar 

dicha situación.  

 

Ahora bien, del análisis de lo asentado en la boleta de infracción 

en comento, se advierte que la autoridad emisora únicamente manifestó 

como causa generadora para el acto de molestia: “EN CONTRANDOME 

DE SERVICIO EN EL OPERATIVO DE ALCOLIMETRIA EN LAS 

CALLES MENCIONADAS HORA DIA Y FECHA AL ACERLE LA PARADA 

AL VEHICULO PICK UP COLOR BLANCO AL ASERLE LA PRUEVA AL 

CON DUTOR SALIENDO EN ESTADO DE EBRIEDAD CON GARDO DE 

1.12 (sic)”, desprendiéndose de esto que, la autoridad en lugar de 

precisar los motivos que ocasionaron su actuar, es decir, emitir la boleta 

de infracción, consistente en los hechos y circunstancias (modo, tiempo 

y lugar) que acontecieron para colocar al conductor en alguno de los dos 

supuestos que son sancionados por el reglamento en comento, en su 

lugar, solo hizo mención de un acto diverso, consistente en referir en la 

elaboración de la boleta realizada en el operativo de alcoholimetría que: 

al hacerle la prueba al conductor saliendo en estado de ebriedad con 

grado de 1.12, pero sin siquiera advertirse un dato o referencia alguna de 

manera concreta respecto de la boleta mencionada menos aun a que 

prueba se refería o cual fue la que se le realizo, tampoco hace motivación 

alguna de la prueba practicada al demandante ni quien le práctico la 

referida prueba a que se hace alusión en la referida boleta de infracción. 

 

En ese sentido, el agravio expuesto por el demandante acerca de 

la indebida fundamentación y motivación de la boleta de infracción resultó 

fundado, ya que el acto administrativo debe emitirse de conformidad con 
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los requisitos de ley, lo que en este caso no ocurrió conforme a lo 

explicado en párrafos anteriores.  

 

Sirviendo por analogía a lo antes determinado, lo vertido en la tesis 

por Tribunales Colegiados de Circuito, con número de registro 252071, 

séptima época, materia administrativa, en el Semanario Judicial de la 

Federación, Volumen 121-126, Sexta Parte, página 233, que dice:  

 
“TRANSITO, MULTAS DE. Una infracción y una multa impuestas 
por el agente de tránsito como parte, testigo y Juez, en cuya acta 
se limita a asentar escuetamente "pasar alto con señal de 
semáforo", carece de motivación en realidad, pues por una parte 
no explica en forma clara y completa las circunstancias de la 
infracción y, por otra, sería una denegación de justicia y una 
renuncia al debido proceso legal, contra el texto de los artículos 14 
y 16 constitucionales, obligar a un particular a pagar sin más una 
multa cuya motivación no es clara y en la que, como se dijo, el 
agente fue parte, testigo y Juez, sin que su dicho admita prueba 
eficaz y real (no simplemente teórica) en contrario. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 234/79. Mario Alberto Santoyo Fragoso. 21 de 
junio de 1979. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán 
Orozco.” 
 

En conclusión, la boleta impugnada incumplió con la acreditación 

del hecho generador de la infracción, demostrándose la causal de 

ilegalidad que se establece en el artículo 59 fracción IV de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, y por consiguiente, de conformidad al artículo 60 de la ley 

en comento, esta Segunda Sala DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO 

IMPUGNADO, consistente en la boleta de infracción con número de folio 

H 17212, de fecha veintinueve de junio de dos mil diecinueve, emitido por 

el Agente de Policía Municipal adscrito a la Dirección General de 
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Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, 

Baja California Sur y, como ordenadora, la autoridad demandada 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR; así mismo a criterio de esta Sala se tiene como 

relacionada la autoridad administrativa auxiliar y ordenadora 

DIRECCIÓN DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DE LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR.  

 

Consecuentemente a la nulidad antes referida, resulta invalidarse 

en primer término el pago efectuado por la cantidad de $6,338.75 (seis 

mil trecientos treinta y ocho pesos 75/100 m.n.), amparado en el 

recibo de pago número 1203364, de fecha uno de julio de dos mil 

diecinueve, por concepto de sanción administrativa (multa), así mismo en 

segundo lugar el pago efectuado por la cantidad neta total de $500.00 

(quinientos pesos 00/100 m.n.) amparado en el recibo de pago número 

1203374, de fecha uno de julio de dos mil diecinueve, por concepto de 

pago de grúa vial (arrastre), ambos, expedidos por el H. XVI 

Ayuntamiento de La Paz, Baja California Sur, por ser considerados 

productos de un acto viciado de origen, sirviendo de apoyo a lo anterior, 

el siguiente criterio: 

“III-TASS-1021 
 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la 
autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos 
derivados de él o que se apoyen en él, o que en alguna forma 
estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales 
por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal; ya que, 
de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos 
frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra 
parte, los Tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal 
conducta irregular al otorgar tales actos valor legal. 

 
R.T.F.F. Tercera Epoca. Año II. No. 18. Junio l989. p. 30” 
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Una vez determinada la nulidad antes referida, se estima 

infructuoso continuar con los demás tópicos señalados en los conceptos 

de impugnación planteados por la parte actora, ello en atención al 

principio de mayor beneficio, ya que de su estudio en nada variaría ni 

mejoraría la nulidad determinada, tal y como lo estatuye el artículo 57 

segundo párrafo de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur. Sirviendo de apoyo de forma 

análoga, la jurisprudencia número II.3o. J/5, sostenida por el Tercer 

Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo IX, de marzo 

de 1992, página 89, que establece lo siguiente: 

 
“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE 
LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el 
amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta 
innecesario el estudio de los demás conceptos de violación 
vertidos en la demanda de amparo.” 
(Énfasis propio) 

 

QUINTO: Reconocimiento del derecho subjetivo en favor del 

actor. En términos de la nulidad decretada del acto impugnado y en virtud 

de que el demandante acreditó haber efectuado el pago por la cantidad 

de $6,338.75 (seis mil trescientos treinta y ocho pesos 75/100 m.n.), 

amparado en el recibo de pago 1203364, expedido en fecha uno de julio 

de dos mil diecinueve, con la exhibición del documento, mismo que obra 

agregado en autos del juicio (visible en foja 020), así como del pago 

efectuado por la cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m.n.) 

amparado en el recibo de pago número 1203374, de fecha uno de julio 

de dos mil diecinueve, con la exhibición del documento, mismo que obra 
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agregado en autos del juicio (visible en foja 021), se reconoce en favor 

del actor, el derecho subjetivo planteado, ello con fundamento en el 

artículo 60 fracción IV inciso a) de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, por lo que se ordena 

a las autoridades demandadas AGENTE DE POLICÍA MUNICIPAL 

ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR y, la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA 

PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, hagan las gestiones necesarias para 

la devolución íntegra del pago de lo indebido como consecuencia 

de la declaratoria de nulidad. Sirviendo de sustento a lo anterior, el 

criterio vertido en la Jurisprudencia PC.VIII. J/2 A (10a.), con número de 

registro 2013250, Plenos de Circuito, Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 37, Diciembre de 2016, 

Tomo II, página 1364: 

 
“PAGO DE LO INDEBIDO. LAS SALAS DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN 
OBLIGADAS A DETERMINAR SI EL ACTOR TIENE DERECHO 
A SU RESTITUCIÓN, SIENDO INNECESARIO QUE 
PREVIAMENTE SOLICITE SU DEVOLUCIÓN A LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA. Bajo el modelo de plena jurisdicción que 
adoptan las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa en el juicio de nulidad, conforme a los artículos 50, 
penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, al dictar sus 
sentencias cuentan con facultades no sólo para anular los actos 
administrativos, sino también para determinar, como regla general, 
la forma de reparación del derecho subjetivo del actor lesionado 
por la autoridad demandada en su actuación, fijando los derechos 
de aquél, sus límites y proporciones, y condenando a la 
administración a restablecerlos y a hacerlos efectivos, salvo que 
no se tengan elementos suficientes para emitir un 
pronunciamiento sobre el tema. Por tanto, siempre que las Salas 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tengan 
elementos suficientes para cerciorarse del derecho subjetivo a la 
devolución del pago de lo indebido reclamado, están obligadas a 
decidir si el actor tiene derecho o no a la condena por su 
restitución, sin que sea necesario que previamente se plantee a la 
autoridad administrativa dicha solicitud de devolución de pago, en 
aras de proteger el derecho humano de los gobernados a la justicia 
pronta y completa, reconocido por el artículo 17, segundo párrafo, 



 
DEMANDANTE: *************************.  
DEMANDADO: AGENTE DE POLICÍA 
MUNICIPAL ADSCRITO A LA 
DIRECCIÓN GENERAL DE 
SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 
PREVENTIVA Y TRÁNSITO 
MUNICIPAL DE LA PAZ BAJA 
CALIFORNIA SUR, Y OTROS. 
EXPEDIENTE NÚMERO: 099/2019-
LPCA-II. 
 
 

35 
 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 
 

Ello es así, toda vez que los actos impugnados han quedado 

insubsistentes y, por consiguiente, el numerario pagado se considera un 

pago de lo indebido, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 

fracción I del Código Fiscal del Estado y Municipios del Estado de Baja 

California Sur8 , por tal motivo, se estima que corresponde a las 

autoridades demandadas realizar las gestiones necesarias ante la 

autoridad relacionada TESORERO MUNICIPAL DEL H. XVI 

AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, para que 

quede sin efectos el pago realizado y, sin que medie solicitud, haga 

la devolución al actor del importe íntegro pagado debidamente 

actualizado en términos del ordenamiento tributario estatal, de 

conformidad a lo establecido en el artículo 64 fracción II de la ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur. Sirviendo de sustento de manera análoga a lo aquí 

determinado, lo vertido en la Tesis IV.1o.A.80 A (10a.), con número de 

registro 2016844, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 54, Mayo 

de 2018, Tomo III, página 2847, que dice: 

 
“TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
CUANDO CONSTATE EL DERECHO SUBJETIVO QUE EL 
PARTICULAR ESTIME VIOLADO Y LA ILEGALIDAD DE LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA, DEBE CONDENAR A LA 
AUTORIDAD DEMANDADA A LA RESTITUCIÓN DE AQUÉL Y, 
EN SU CASO, A LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD 
SOLICITADA. De la interpretación histórica evolutiva de las 

 
8 Artículo 39.- Las autoridades fiscales están obligadas a devolver las cantidades pagadas indebidamente. La 
devolución deberá hacerse a petición del interesado mediante cheque nominativo o deposito en cuenta 
bancaria, conforme a las disposiciones siguientes:  
I. Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el derecho a la 
devolución nace cuando dicho acto hubiera quedado insubsistente; 
II… 
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normas que establecen y regulan las facultades del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en específico, del artículo 73, 
fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los preceptos 50, 51 y 52 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige 
que dicho órgano está dotado de plena autonomía para dictar sus 
fallos y tiene a su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la administración pública federal y los particulares, al grado 
de que, cuando en sus sentencias constate el derecho subjetivo 
que el particular estime violado y la ilegalidad de la resolución 
impugnada, tiene la obligación de condenar a la autoridad 
demandada a la restitución de aquél y, en su caso, a la devolución 
de la cantidad solicitada.” 
 

Es por lo anterior que, SE CONDENA a las autoridades 

demandadas AGENTE DE POLICÍA MUNICIPAL ADSCRITO A LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA 

PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, para que en el ámbito de sus 

atribuciones y obligaciones realicen las gestiones necesarias ante la 

autoridad relacionada TESORERO MUNICIPAL DEL H. XVI 

AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR, a efecto de 

que se haga la devolución íntegra del pago de lo indebido al demandante 

por la cantidad de $6,338.75 (seis mil trecientos treinta y ocho pesos 

75/100 m.n.), por concepto de sanción administrativa (multa), y por la 

cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m.n.), por concepto de 

pago de grúa vial (arrastre), debidamente actualizados, en la 

inteligencia que contará con un plazo de cuatro meses para dar cabal 

cumplimiento a la presente resolución, lapso de tiempo que iniciará 

una vez que la misma se encuentre firme, de conformidad con los 

artículos 60 fracción IV inciso a) 9 y párrafo segundo10, 64 fracción I inciso 

 
9 ARTÍCULO 60.- La sentencia definitiva podrá: 
I a III.-… 
IV.- Declarar la nulidad de la resolución impugnada y además: 
a) Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y condenar al cumplimiento de la obligación 
correlativa; 
10 …Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar un procedimiento, conforme 
a lo dispuesto en la fracción IV, deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses, contados a partir de que la 
sentencia quede firme. 
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d) y fracción II11 de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur. 

 

Por último, en vista de la trascendencia de lo aquí resuelto y de 

conformidad a lo facultado en el párrafo final del artículo 76 de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, esta Segunda Sala estima pertinente ordenar notificar de 

manera personal a la parte demandante y por oficio a las autoridades 

demandadas con testimonio de la presente resolución. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se: 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Esta Segunda Sala es COMPETENTE para tramitar y 

resolver en definitiva el presente juicio, de conformidad al considerando 

PRIMERO de esta resolución. 

 

SEGUNDO: NO SE SOBRESEE EL PRESENTE JUICIO, por los 

fundamentos y motivos expuestos en el considerando TERCERO de esta 

resolución. 

 
11 ARTÍCULO 64.- Las autoridades demandadas y cualquier otra autoridad relacionada, están obligadas a 
cumplir las sentencias del Tribunal, conforme a lo siguiente: 
I.- En los casos en los que la sentencia declare la nulidad y ésta se funde en alguna de las siguientes causales: 
a) a c)… 
d).- Cuando así se determine, la autoridad queda impedida para dictar una nueva resolución sobre los mismos 
hechos que dieron lugar a la resolución impugnada, salvo que la sentencia ordene la reposición del acto 
administrativo anulado, en cuyo caso, éste deberá reponerse en el plazo que señala la sentencia. 
II.- En los casos de condena, la sentencia deberá precisar la forma y los plazos en los que la autoridad 
cumplirá con la obligación respectiva, conforme a las reglas establecidas en el artículo 60 de esta Ley. 
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TERCERO: SE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO 

IMPUGNADO, por lo motivos y fundamentos expuestos en el 

considerando CUARTO de esta resolución. 

 

CUARTO: SE LE RECONOCE EL DERECHO SUBJETIVO A LA 

PARTE DEMANDANTE y se CONDENA A LAS AUTORIDADES 

DEMANDADAS, de conformidad a lo expuesto en el considerando 

QUINTO de esta resolución. 

 

QUINTO: Notifíquese personalmente a la parte demandante y por 

oficio a la autoridad demandada con testimonio de la presente resolución. 

 

NOTIFÍQUESE.-  

 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ramiro Ulises Contreras 

Contreras, Magistrado Instructor de la Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Licenciado Érick Omar Chávez Barraza, Secretario de Estudio y Cuenta con 

quien actúa y da fe.  Doy fe. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - -Dos Firmas ilegibles.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Baja California Sur, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 28, 

29 fracciones III y IV, 106, 112 fracción III, 113 Y 119 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Baja 

California Sur; artículos 1 y 3, fracciones VIII y IX, de la Ley de Protección 

de datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de 

Baja California Sur; así como, el Lineamiento Séptimo fracción I y 

Lineamiento Trigésimo Octavo fracciones I y II, y Cuadragésimo de los 
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Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de 

la Información, para la Elaboración de Versiones Públicas; indica que fueron 

suprimidos de la versión pública de la presente sentencia el nombre de las 

partes y el de los terceros ajenos a juicio. Información considerada 

legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 

supuestos normativos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


